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El Estado Costarricense, presenta su informe de medidas jurídicas esenciales para la ratificación y aplicación efectiva de la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad,  aprobada por resolución 7/9 del Consejo de Derechos Humanos.

La población mundial de personas con discapacidad se ha incrementado en los últimos 25 años en unos ciento cincuenta millones y la propia Organización Mundial de la Salud ha modificado los estándares internacionales para clasificar la discapacidad. Así, hoy en día la discapacidad es un asunto dinámico y que está directamente influenciada por las transformaciones políticas, sociales y económicas, que se suscitan en el entorno mundial, regional, nacional y local.   
En Costa Rica, al igual que en el resto del mundo, la situación de las personas con discapacidad, históricamente estuvo ligada al tema de la salud, básicamente a la rehabilitación y las formas por medio de las cuales se puede lograr su inclusión social, política y económica.

A partir de 1940, se inicia la transformación del Estado liberal costarricense hacia un modelo de bienestar, que en años posteriores articuló el desarrollo de políticas y la ratificación de diversos instrumentos jurídicos internacionales en materia de discapacidad. Es así como se empiezan a crear servicios especializados en diversas áreas del desarrollo y por ejemplo, en educación, se establece en ese año la Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güell (Hoy Centro Nacional); en 1954 se abre el primer servicio de rehabilitación física, transformado en el Patronato Nacional de Rehabilitación en 1966 y uno de rehabilitación profesional en 1960. 
En materia de rehabilitación profesional y empleo para las personas con discapacidad, se crea el Instituto de Rehabilitación Profesional y en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se organiza el Servicio de Colocación Selectiva.
En 1965 se crean los primeros servicios desconcentrados de educación especial y en 1968, el Ministerio de Educación Pública crea la Asesoría y Supervisión de Enseñanza Especial. 

En 1982, mismo año en el que se promulga el Programa de Acción, la Universidad de Costa Rica (de carácter público) instaura el Programa de Maestría en Rehabilitación Integral, cuyo propósito principal es, crear un abordaje interdisciplinario en la formación de los profesionales en el tema de la rehabilitación. Hoy en día, esta Maestría ha sido reformada como Maestría en Estudios Interdisciplinarios sobre Discapacidad. 
Igualmente, surgen las organizaciones de y para personas con discapacidad (ONG’s); se debe destacar que en 1976, se crea la primera organización constituida únicamente por personas con discapacidad, denominada Asociación Costarricense de Lisiados (ACL) y se inicia el proceso de “integración” de estudiantes con discapacidad al sistema de educación regular.
Finalmente, existe la Federación Costarricense de Limitados Funcionales (FECOLIF), que agrupa a diversas ONG’s de personas con discapacidad, creada en 1987. 
En el campo de la normativa internacional, en 1991, Costa Rica ratifica el Convenio N° 159 sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas Inválidas, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

En el año 1999, el Estado costarricense ratifica la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad, de la Organización de Estados Americanos (OEA).

En los años 2006 y 2007, respectivamente se formulan la Declaración y el Programa de Acción del Decenio de las Américas: “Por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad”.
Asimismo, Costa Rica firma la Convención de los Derechos de las Personas con discapacidad y su Protocolo Facultativo, el 30 de marzo de 2007; en este momento ambos se encuentran en proceso de ratificación por parte de la Asamblea Legislativa.
Por otra parte, existen diversas leyes en el ámbito nacional concernientes al tema de la discapacidad como son la Ley N° 5347 de 1973 que crea el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, cuyo propósito fundamental es el de orientar la política general en materia de rehabilitación y educación especial, en coordinación con los ministerios de Salud Pública, Educación Pública, Trabajo y Seguridad Social, así como la planificación, promoción, organización, creación y supervisión de programas y servicios de rehabilitación y educación especial para personas con discapacidad, en todos los sectores del país. 
En 1988, se promulga la Ley N° 7092 que crea un incentivo fiscal dirigido a empleadores, para estimular la contratación de trabajadores y trabajadoras con discapacidad, legislación que se ve fortalecida y ampliada con la ratificación del Convenio N° 159 sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas Inválidas, de la OIT.

En lo que se constituye como uno de los hitos más importantes en materia de discapacidad en el país, en 1996, con la activa participación política de las personas con discapacidad, se promulga la Ley N° 7600 de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad y en 1998 su Reglamento. Esta importante legislación tuvo entre sus referentes fundamentales, tanto el Programa de Acción como las Normas Uniformes.
En 1999, se formula la Ley N° 7972 que crea un impuesto que entre otras acciones, permite financiar un programa para la atención de personas adultas con discapacidad, en estado de abandono y crea un centro de recursos para la educación inclusiva.
De la misma forma, la Ley N° 8444 “Modificación de la Ley Reguladora de todas las exoneraciones vigentes, su derogatoria y sus excepciones”, del 2005, restablece la exoneración del pago de tributos a los vehículos importados o adquiridos en el territorio nacional, destinados al uso exclusivo de personas con discapacidad que reúnan las condiciones necesarias para optar por el beneficio de la exención.
El 3 de diciembre del 2007, el Gobierno de Costa Rica emite el Decreto Ejecutivo N° 34135, el cual crea una cuota de empleo reservado para personas con discapacidad en el sector público.
Por su parte, en el año 2000, se dicta la directriz presidencial N° 27, sobre las Políticas Nacionales en Discapacidad, que entre otras disposiciones, le ordena a todas las entidades del Estado costarricense, crear una comisión institucional en materia de discapacidad y a rendir informes periódicos acerca de la evolución de su aplicación. En estas comisiones institucionales y municipales se garantiza la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones, en los procesos de diseño, ejecución y evaluación de las políticas y los planes institucionales en discapacidad que deben ejecutar.
Además, en las primeras “Políticas Nacionales de Prevención de la Deficiencia y la Discapacidad y de Rehabilitación Integral” que se emitieron en 1989, tuvieron una participación destacada los representantes de las personas con discapacidad y sus organizaciones, y en las cuales el Programa de Acción de 1982 fue un valioso insumo.
Vale mencionar que de acuerdo con datos recopilados por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC) a través del último Censo Nacional de Población y Vivienda del año 2000, la población costarricense con discapacidad equivale a un 5,35% de la población total del país. 

Cuadro 
	Distribución de la población con discapacidad en Costa Rica por zona rural y urbana, para el año 2000
(valores absolutos)

	Zona/Población
	Del total rural
	Del total urbano

	Población total
	1.560.883
	2.249.296

	Población con Discapacidad
	93.474
	110.257

	Fuente: La discapacidad en Costa Rica: Situación actual y perspectivas/ Organización Panamericana de la Salud.
Ministerio de Salud.
Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial.
-- San José, C.R: OPS, 2004 a partir del datos del   INEC.


1. Medidas Jurídicas esenciales para la ratificación de la Convención y el Protocolo Facultativo

En Costa Rica, las medidas para la aprobación de los Convenios y Tratados Internacionales están regulados por los artículos 121 inciso 4; artículos del 123 al 129, y artículo 140, inciso 10, todos de la Constitución Política.

ARTÍCULO 121. – Además de las atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa:

Inciso 4. Aprobar o improbar los convenios internacionales, tratados públicos y concordatos.

Los tratados públicos y convenios internacionales, que atribuyan o transfieran determinadas competencias a un ordenamiento jurídico comunitario, con el propósito de realizar objetivos regionales y comunes, requerirán la aprobación de la Asamblea Legislativa, por votación no menor de los dos tercios de la totalidad de sus magistrados.

No requerirán aprobación legislativa los protocolos de menor rango, derivados de tratados públicos o convenios internacionales aprobados por la Asamblea, cuando estos autoricen de modo expreso tal derivación.

(Así reformado por Ley No. 4123 de 31 de mayo de 1968).
Actualmente el texto de la Convención y el Protocolo facultativo fueron aprobados en primer debate en la Asamblea Legislativa y se encuentran en consulta ante la Sala Constitucional con la finalidad de que esta se pronuncie sobre la conformidad del texto propuesto con el ordenamiento jurídico nacional y sobre todo con la Constitución Política, procediendo luego a la aprobación definitiva en segundo debate en la Asamblea Legislativa.

Una vez aprobado definitivamente en la Asamblea Legislativa, el Poder Ejecutivo sancionará y promulgará la ley que lo aprueba y la mandará a publicar en el Diario Oficial La Gaceta.

Vale mencionar que el alcance de los instrumentos jurídicos internacionales de Derechos Humanos en el ordenamiento jurídico costarricense ha sido definido por las sentencias 3435-92; 5759-93 y 2323-95 de la Sala Constitucional. Particularmente, en esta última, se establece que “tratándose de instrumentos internacionales de Derechos Humanos vigentes en el país, no se aplica lo dispuesto por el artículo 7 de la Constitución Política ya que el 48 Constitucional tiene norma especial para lo que se refiere a derechos humanos, otorgándoles una fuerza normativa del propio nivel constitucional. Al punto de que, como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Sala, los instrumentos de Derechos Humanos vigentes en Costa Rica tienen no solamente un valor similar a la Constitución Política, sino que en la medida en que otorguen mayores derechos o garantías a las personas, privan por sobre la Constitución”.

2. Medidas Jurídicas esenciales para la aplicación efectiva de la Convención y el Protocolo Facultativo

De acuerdo con la Asesoría Jurídica del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial, oficio AJ-072-2008, para Costa Rica se deben seguir las siguientes medidas jurídicas:

a) Realizar un análisis jurídico del marco legal costarricense, con la finalidad de establecer inconsistencias entre este y el texto de la Convención.

b) Realizar las reformas administrativas posibles (Directrices, Decretos Ejecutivos, Autónomos, y Autónomos de servicio) relacionados todos los anteriores con la forma de brindar servicios públicos.

c) Tramitar las derogaciones y reformas que de acuerdo al análisis del ordenamiento jurídico vigente así lo requieran para hacer posible la correcta implementación de la Convención y su Protocolo.

d) Promover y aprobar la creación de nuevas leyes que permitan la aplicación de la Convención y su Protocolo.

e) Realizar consultas a las Instituciones Estatales y Organizaciones No Gubernamentales que corresponda, así como a la población con discapacidad sobre los proyectos de ley que se impulsen para la aplicación de la Convención y su Protocolo.

f) Crear, modificar y promover programas inspirados en el texto y los principios de la nueva Convención y su Protocolo.

g) Crear, adoptar e incorporar en el quehacer del Estado políticas en materia de discapacidad.

h) Fortalecer a los Entes y Órganos Estatales responsables de velar por el desarrollo integral de las personas con discapacidad.

i) Crear un plan de acción a nivel nacional que permita verificar el cumplimiento efectivo de la normativa vigente sobre discapacidad.

j) Fortalecer la coordinación Interinstitucional en materia de discapacidad con la finalidad de hacer efectiva la aplicación de la Convención y su Protocolo.

k) Fortalecer a las organizaciones no gubernamentales de personas con discapacidad para que puedan tener una efectiva participación en la toma de decisiones sobre los asuntos que tienen que ver con el desarrollo integral de la población con discapacidad.

3. Medidas jurídicas esenciales para la aplicación y seguimiento nacionales en relación con el artículo 33 de la Convención

El Estado Costarricense cuenta con una normativa vigente que permite la correcta aplicación e implementación del artículo 33 de la Convención, entre esta normativa podemos citar la Ley 5347 y su reglamento que es la que crea el Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial y la Ley 7600 de “Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” y su reglamento, que le otorga a este ente competencias de rectoría.

4. Cualquier otra información relacionada con el párrafo 16 de la resolución

Todas las acciones marco que el Estado Costarricense debe implementar se encuentran enumeradas en los puntos anteriores.


